Sentencia tutela 2ª instancia N° 117
Radicación: 660013187002 201800090-01
Accionante: José Rosermberg Ramírez L
Revoca

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA PARA PROMOVER LA ACCIÓN DE TUTELA / CASOS EN QUE LA TIENE UN TERCERO / AGENTE OFICIOSO / APODERADO / REGLAS JURISPRUDENCIALES 
… la Sala encuentra un vicio relacionado con la legitimidad por activa al presentar la demanda de tutela. Obsérvese que si bien el señor José Ramírez manifiesta que ejercita la acción constitucional como propietario del bien inmueble ubicado en en el sector rural vía Alcalá La Palmilla… con el fin de que la empresa Energía de Pereira atienda una reclamación, se pudo establecer que el accionante es el administrador del predio, y el propietario es el señor Oscar Rienzi Serna Ramírez, ciudadano que presentó el derecho de petición en junio 2 de 2017 ante la empresa de servicio público domiciliario y que motivó la presente acción de tutela.

Como quiera que lo que está en entredicho son derechos fundamentales del señor Oscar Serna, su defensa compete directamente al afectado, a no ser que se demuestre que está en imposibilidad de desarrollar tal cometido, caso en el cual existe autorización para agenciar derechos ajenos, tal cual lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591/91, pero esa circunstancia debe ser expresamente manifestada al ejercer la acción. De manera adicional, para el ejercicio profesional del derecho a la postulación, se ha previsto la especial exigencia del poder específicamente conferido para ese fin por el titular de los derechos que se presentan como quebrantados. (…)
La Corte Constitucional, en Sentencia SU-377 de 2014, puntualizó las siguientes reglas jurisprudenciales en cuanto a la legitimación por activa se refiere: (i) la tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre”; (ii) no es necesario, que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre; y (iii) ese tercero debe, sin embargo, tener una de las siguientes calidades: a) representante del titular de los derechos, b) agente oficioso, o c) Defensor del Pueblo o Personero Municipal.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (04) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)

Acta de Aprobación N° 1084
Hora: 8:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la empresa ENERGÍA DE PEREIRA, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción instaurada por el señor JOSÉ ROSEMBERG RAMÍREZ LONDOÑO.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el accionante, se puede sintetizar así: (i) es propietario del predio ubicado en el sector rural -vía Alcalá la Palmilla- jurisdicción de Pereira, matrícula No 95273; (ii) solicitó a la empresa ENERGÍA DE PEREIRA la normalización del servicio, el cual tuvo un costo de $5’775.000.oo; (iii) la empresa hace un cobro desmedido frente al trabajo que realizó en el predio, toda vez que el costo de los materiales en el mercado es inferior; (iv) por lo anterior hizo la reclamación ante la entidad; (v) la empresa resolvió mantener el costo del servicio, sin tener en cuenta las facturas que aportó, con las cuales demostraba el elevado costo de los materiales que habían utilizado; (vi) contra el aludido acto administrativo interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación; (vii) la Superintendencia confirmó la decisión de la empresa ENERGÍA DE PEREIRA, pero tampoco valoró las pruebas que aportó; y (viii) las entidades accionadas omitieron valorar el material probatorio.
Pide la protección del derecho fundamental al debido proceso, y se ordene a las entidades accionadas revocar la decisión tomada. Igualmente solicita ser exonerado del pago o que la empresa cobre el valor justo de los materiales que utilizó.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y vinculó la empresa ENERGÍA DE PEREIRA, al Director Territorial Occidente de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y al Superintendente de servicios Públicos con sede en Bogotá, frente a lo cual se pronunciaron así:

- La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios a través de apoderado judicial, señaló que la oficina  Territorial de Occidente, en febrero 22 de 2018 decidió confirmar la decisión que había adoptado la empresa ENERGÍA DE ENERGÍA mediante acto administrativo de octubre 10 de 2017.

Los derechos de petición relativos al contrato de servicios públicos deben ser presentados ante la misma empresa prestadora del servicio, en virtud de lo señalado por el artículo 152 de la ley 142 de 1994. Luego de lo anterior, la empresa está en la obligación de decidir las peticiones, quejas y reclamos, y si el usuario queda inconforme con la respuesta puede interponer los recursos de ley. Posteriormente la empresa resolverá el recurso de reposición, y remitirá el expediente a la Superintendencia para decidir el recurso de apelación.

Por lo anterior, solicitó se declare improcedente la acción de tutela, por cuanto la entidad ha adelantado todas las gestiones necesarias de acuerdo con la competencia otorgada por la ley.

- ENERGÍA DE PEREIRA por intermedio de su representante legal, indicó: (i) que en abril 26 de 2017 evidenciaron que el equipo de medición del predio con matrícula 95273 se encontraba en mal estado; (ii) en mayo 15 de 2017 el señor OSCAR SERNA solicitó reubicar el equipo de medición, solicitud que fue radicada con el No 4413935; (iii) la solicitud fue atendida en mayo 25 de 2017 por personal técnico de la empresa; (iv) en junio 02 de 2017 el señor ALFONSO TORRES presentó ante la entidad su inconformidad con el cobro exagerado por normalización del servicio; (v) para resolver la reclamación realizaron visita técnica en junio 08 de 2017; (vi) mediante oficio de junio 23 de 2017 dieron respuesta a la petición, la cual se notificó por aviso, como quiera que no se pudo llevar a cabo personalmente; y (vii) el señor JOSÉ RAMÍREZ presentó nuevamente un reclamo el cual fue atendido en septiembre 14 de 2017, decisión contra la cual el señor RAMÍREZ LONDOÑO interpuso los recursos de ley, los cuales se resolvieron oportunamente.

Solicitó en conclusión que se declare improcedente la acción de tutela, por cuanto la entidad agotó el trámite administrativo respetando los derechos fundamentales de petición y debido proceso.   
3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en octubre 18 de 2018, por medio del cual tuteló los derechos deprecados por el actor, y dejó sin efectos las resoluciones y demás actos administrativos proferidos dentro del trámite de solicitud de revisión del valor del cobro por concepto de normalización del servicio de energía en el predio de propiedad del accionante con matrícula No 95273. Igualmente ordenó a la empresa ENERGÍA DE PEREIRA, que en el término de seis (6) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del fallo, proceda a emitir nuevamente la respuesta a la solicitud elevada por el señor JOSÉ RAMÍREZ.
Para llegar a la anterior determinación consideró que la respuesta al primer derecho de petición no se realizó adecuadamente, toda vez que se dirigió a una persona diferente al señor RAMÍREZ LONDOÑO, y se envió a una dirección que no coincidía con la del peticionario; además, la entidad le dio el trámite de reposición y apelación a un escrito presentado por el accionante, el cual no tenía ese fin. 
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, la empresa ENERGÍA DE PEREIRA a través del segundo suplente de Gerente impugnó el fallo adoptado, y señaló: (i) que la empresa ha respetado el debido proceso y ha dado respuesta de fondo a cada una de las peticiones, quejas y reclamos presentados; (ii) la petición interpuesta en junio 02 de 2017 no fue interpuesta por el señor JOSÉ RAMÍREZ sino por el señor ALFONSO TORRES; (iii) la empresa emitió la respuesta al derecho de petición y notificó al señor ALFONSO TORRES; (iv) posteriormente el señor JOSÉ RAMÍREZ presentó otro derecho de petición el cual fue resuelto en septiembre 14 de 2017; (v) ante la anterior respuesta el accionante presentó recurso de reposición y apelación, los cuales se resolvieron en debida forma; (vi) no es cierto que la decisión empresarial haya sido notificada a la persona equivocada; y (vii) no existió yerro alguno por parte de la empresa de ENERGÍA DE PEREIRA, toda vez que el señor ALFONSO TORRES fue quien radicó la petición de fecha junio 02 de 2017, y las decisiones emitidas en relación con la reclamación fueron debidamente notificadas al peticionario, en consecuencia no tenían que ser notificadas al señor JOSÉ RAMÍREZ quien posteriormente intervino para hacer una petición respecto de la misma matrícula.
Solicita en consecuencia se revoque la decisión de primera instancia.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto amparó los derechos reclamados por el accionante. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide el impugnante. No obstante, con antelación a ello deberá determinarse si se cumplieron las exigencias legales para la procedencia de la acción constitucional, más concretamente lo relacionado con la legitimación en la causa por activa.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela constituye el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales que resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

En esta oportunidad debe decirse desde ahora que la Sala encuentra un vicio relacionado con la legitimidad por activa al presentar la demanda de tutela. Obsérvese que si bien el señor JOSÉ RAMÍREZ manifiesta que ejercita la acción constitucional como propietario del bien inmueble ubicado en en el sector rural -vía Alcalá La Palmilla- jurisdicción de Pereira, matrícula No 95273, con el fin de que la empresa ENERGÍA DE PEREIRA atienda una reclamación, se pudo establecer que el accionante es el administrador del predio
, y el propietario es el señor OSCAR RIENZI SERNA RAMÍREZ, ciudadano que presentó el derecho de petición en junio 2 de 2017 ante la empresa de servicio público domiciliario y que motivó la presente acción de tutela.

Como quiera que lo que está en entredicho son derechos fundamentales del señor OSCAR SERNA, su defensa compete directamente al afectado, a no ser que se demuestre que está en imposibilidad de desarrollar tal cometido, caso en el cual existe autorización para agenciar derechos ajenos, tal cual lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591/91, pero esa circunstancia debe ser expresamente manifestada al ejercer la acción. De manera adicional, para el ejercicio profesional del derecho a la postulación, se ha previsto la especial exigencia del poder específicamente conferido para ese fin por el titular de los derechos que se presentan como quebrantados. Sobre el particular, es oportuno contextualizar tal situación, para lo cual acudimos al siguiente extracto jurisprudencial:

“[…] 2.2. Ahora bien, en eventos en los que no se acude por medio de apoderado judicial, es decir, que no está de por medio un mandato, como es el caso de la agencia oficiosa o de la representación legal, no se requiere ser profesional del Derecho, sino especificar la calidad en que se actúa en el escrito correspondiente.

El Artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa, pero que “cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud”. Según la norma, es preciso que concurran dos elementos para que se configure la agencia oficiosa: (1) que el directamente afectado no esté en condiciones de promover su propia defensa y (2) que tal situación se manifieste claramente en el escrito.

Si bien es cierto la informalidad es característica esencial del trámite constitucional, tanto que no se exigen mayores formalidades para su presentación, al punto que puede hacerse verbalmente, no lo es menos que cuando quien interpone la acción no es el titular de los derechos, se deben observar unas reglas precisas. Dentro de un normal ejercicio de la acción de tutela, son los directamente afectados quienes están legitimados para acudir ante el juez constitucional en procura de hacer cesar la vulneración de los derechos fundamentales o la amenaza sobre ellos. De forma excepcional pueden ejercitar la acción otras personas, entre ellas los abogados, evento en el cual es requisito sine qua non contar con un poder específico o general otorgado por su titular, con el fin de concurrir en sede de tutela y con claro señalamiento de los derechos que se consideran vulnerados; de otra manera, no podrá ser tenido tal representante judicial como legítimamente facultado para ejercitar la acción. Ese es el entendimiento que se le ha dado a este tipo de representación judicial, tanto por las Cortes como por esta misma Sala de Decisión. Al respecto en la sentencia T-083/16, se dijo:
“4. La Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela es una herramienta procesal preferente, informal, sumaria y expedita que pretende el amparo de los derechos fundamentales de una persona que se ven vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o particular. No obstante, estas características no relevan al accionante de cumplir ciertos requisitos mínimos, entre ellos, demostrar la legitimación en la causa por activa en el asunto respectivo
.
 
5. El artículo 86 de la Carta Política
 establece que cualquier persona, por sí misma o a través de otra que actúa en su nombre, puede promover la acción de tutela. En desarrollo de ese precepto superior, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991
 dispone que la persona que vea vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales puede ejercer la acción de tutela, para que ella o su representante conjure esa situación. Además, prevé que un tercero agencie los derechos del afectado y solicite su protección, cuando el titular de aquellos se encuentra imposibilitado de solicitar su salvaguarda
.
 
6. La Corte Constitucional, en Sentencia SU-377 de 2014, puntualizó las siguientes reglas jurisprudenciales en cuanto a la legitimación por activa se refiere: (i) la tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre”; (ii) no es necesario, que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre; y (iii) ese tercero debe, sin embargo, tener una de las siguientes calidades: a) representante del titular de los derechos, b) agente oficioso, o c) Defensor del Pueblo o Personero Municipal.
 
7. Respecto a las calidades del tercero fijadas en la última regla, en esa misma providencia de unificación, esta Corporación especificó: a) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra, el apoderado judicial (en los demás casos). Para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo
; b) como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los mismos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Art. 10 del Decreto 2591 de 1991); y c) el Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso
”. -negrillas de la Sala-
En este preciso caso, se aprecia en primer lugar que el titular directo del derecho fundamental de petición es el señor OSCAR RIENZI SERNA RAMÍREZ y no el señor JOSÉ RAMÍREZ. Obsérvese que el derecho de petición ante la empresa ENERGÍA DE PEREIRA lo presentó el primero de ellos
 y fue así porque el señor SERNA RAMÍREZ es el propietario del inmueble
. En segundo término, el señor JOSÉ RAMÍREZ procedió a realizar las reclamaciones ante la EMPRESA DE ENERGÍA de acuerdo con el poder que le otorgó el señor ÓSCAR SERNA
, empero, dicho documento no lo faculta para actuar en el presente trámite de tutela, toda vez que no se trata de un poder especial o general conferido a un abogado titulado. Y tercero, no se encuentra acreditada la agencia oficiosa, por cuanto el señor ÓSCAR SERNA es una persona mayor de edad con pleno uso de sus capacidades mentales y legales, por tanto, no tiene ningún impedimento para acudir por sí mismo a la acción de tutela.

En esas condiciones, no estaba facultado el señor JOSÉ RAMÍREZ para proponer la acción a nombre del señor OSCAR SERNA, como quiera que no se acreditó la agencia oficiosa.

Y aunque pudiera pensarse que la Corporación debería emitir una decisión distinta, como podría ser la de decretar la nulidad de lo actuado para que se subsanara tal falencia, ello en el presente asunto no es factible, por cuanto el yerro se originó desde el instante mismo en que se interpuso la tutela, sin que por parte del operador jurídico de primer nivel se haya verificado en el trámite constitucional el cumplimiento de tal exigencia legal; no obstante, estima igualmente la Colegiatura, que ante la situación presentada le queda la posibilidad al señor OSCAR SERNA ya sea a motu proprio o por intermedio de un profesional del derecho con poder especial para tal efecto, de interponer de nuevo la acción constitucional.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por la cual se concedió los derechos reclamados por JOSÉ ROSEMBERG RAMÍREZ LONDOÑO, y en su lugar se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo exigido por falta de legitimación en la causa por activa. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
               JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 161


� Sentencia T-379 del 12-04-2005 M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño.


� Ver Sentencias T-724 de 2004  y T-623 de 2005. Reiteradas en el Fallo T-069 de 2015.


� “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” (Negrilla fuera del texto original).


� “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.” (Negrilla fuera del texto original).


� Providencia T-069 de 2015.


� En cuanto a las exigencias para ser apoderado judicial, consultar la Sentencia T-531 de 2002. 


� Al respecto, ver Auto 030 de 1996.


� Ver folio 83 Vto.


� Ver folio 161


� Ver folio 95 Vto. 
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